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«Fallamos:

Primero.—Que debemos desestimar y desestimamos el presente recurso

número 3/401/95, interpuesto por doña Julia Prades García, contra las

resoluciones del Ministerio para las Administraciones Públicas descritas

en el primer fundamento de derecho, que se confirman por ajustarse al

ordenamiento jurídico.

Segundo.—No hacemos una expresa condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio de Administraciones Públicas, de con-

formidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2

de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás

preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencio-

so-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín

Oficial del Estado» para general conocimiento y cumplimiento, en sus pro-

pios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. II.

Madrid, 15 de enero de 1998.—P. D. (Orden de 19 de noviembre de 1997,

«Boletín Oficial del Estado» del 28), el Secretario general técnico, Tomás

González Cueto.

Ilmos. Sres. Subsecretario y Director general de la Función Pública.

2217 ORDEN de 15 de enero de 1998 por la que se dispone la
publicación, para general conocimiento y cumplimiento,
del fallo de la sentencia, dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el
recurso contencioso-administrativo 3/651/95, promovido
por don Andrés Herrero Serrano.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional

ha dictado sentencia, con fecha 10 de octubre de 1997, en el recurso con-

tencioso-administrativo número 3/651/95, en el que son partes, de una,

como demandante, don Andrés Herrero Serrano, y de otra, como deman-

dada, la Administración General del Estado, representada y defendida

por el Abogado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución de la Secretaría

de Estado para la Administración Pública, de fecha 10 de noviembre de

1994, sobre nombramiento de funcionarios de carrera del Cuerpo General

Administrativo, especialidad de Administración Tributaria.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente

pronunciamiento:

«Fallamos: Primero.—Que debemos desestimar y desestimamos el pre-

sente recurso número 03-651-95, interpuesto por don Andrés Herrero Serra-

no, contra las Resoluciones del Ministerio para las Administraciones Públi-

cas descritas en el primer fundamento de Derecho, que se confirman por

ajustarse al ordenamiento jurídico.

Segundo.—No hacemos una expresa condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio de las Administraciones Públicas, de con-

formidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución, 17.2

de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás

preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencio-

so-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín

Oficial del Estado», para general conocimiento y cumplimiento, en sus

propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. II.

Madrid, 15 de enero de 1998.—P. D. (Orden de 19 de noviembre de

1997, «Boletín Oficial del Estado» del 28), el Secretario general técnico,

Tomás González Cueto.

Ilmos. Sres. Subsecretario y Director general de la Función Pública.

2218 ORDEN de 15 de enero de 1998 por la que se dispone la
publicación, para general conocimiento y cumplimiento,
del fallo de la sentencia, dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el
recurso contencioso-administrativo número 3/741/95, pro-
movido por doña Pilar Mantilla Ruiz.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional

ha dictado sentencia, con fecha 24 de octubre de 1997, en el recurso con-

tencioso-administrativo número 3/741/95, en el que son partes, de una,

como demandante, doña Pilar Mantilla Ruiz, y de otra, como demandada,

la Administración General del Estado, representada y defendida por el

Abogado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución del Ministerio para

las Administraciones Públicas de fecha 25 de enero de 1995, que declaró

inadmisible el recurso ordinario interpuesto contra la Resolución de la

Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, de fecha 10 de

junio de 1994, sobre pensión de jubilación.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente

pronunciamiento:

«Fallamos:

Primero.—Que debemos desestimar y desestimamos el presente recurso

número 3/741/1995, interpuesto por la representación de doña Pilar Man-

tilla Ruiz, contra las Resoluciones del Ministerio para las Administraciones

Públicas descritas en el primer fundamento de Derecho, que se confirman

por ajustarse al ordenamiento jurídico.

Segundo.—No hacemos una expresa condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio de Administraciones Públicas, de con-

formidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución 17.2

de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás

preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín

Oficial del Estado», para general conocimiento y cumplimiento, en sus

propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. II.

Madrid, 15 de enero de 1998.—P. D. (Orden de 19 de noviembre de 1997,

«Boletín Oficial del Estado» del 28), el Secretario general técnico, Tomás

González Cueto.

Ilmos. Sres. Subsecretario y Directora general de la Mutualidad General

de Funcionarios Civiles del Estado.

2219 ORDEN de 15 de enero de 1998 por la que se dispone la
publicación, para general conocimiento y cumplimiento,
del fallo de la sentencia, dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad Valenciana, en el recurso contencioso-
administrativo número 2/2.166/95, promovido por don
Vicente Moncho Moliner.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-

ticia de la Comunidad Valenciana ha dictado sentencia, con fecha 17 de

septiembre de 1997, en el recurso contencioso-administrativo núme-

ro 2/2.166/95, en el que son partes, de una, como demandante, don Vicente

Moncho Moliner, y de otra, como demandada, la Administración general

del Estado, representada y defendida por el Abogado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución del Ministerio para

las Administraciones Públicas, de fecha 1 de septiembre de 1995, que

desestimaba el recurso ordinario interpuesto contra la Resolución de la

Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado de fecha 31 de

marzo de 1995, sobre aplicación del límite presupuestario percepción pen-

siones públicas.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente

pronunciamiento:

«Fallamos: Se desestima el recurso contencioso-administrativo inter-

puesto por don Vicente Moncho Moliner contra la Resolución de 1 de

septiembre de 1995, del Ministerio para las Administraciones Públicas,

desestimatoria del recurso ordinario interpuesto frente a la Resolución

de 31 de marzo de 1995, de MUFACE, sobre abono de pensión comple-

mentaria con cargo al Fondo Especial de las Mutualidades Integradas.

No se hace expresa imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio de Administraciones Públicas, de con-

formidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2

de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás

preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín
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Oficial del Estado», para general conocimiento y cumplimiento, en sus

propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. II.

Madrid, 15 de enero de 1998.—P. D. (Orden de 19 de noviembre de 1997,

«Boletín Oficial del Estado» del 28), el Secretario general técnico, Tomás

González Cueto.

Ilmos. Sres. Subsecretario y Directora general de la Mutualidad General

de Funcionarios Civiles del Estado.

2220 ORDEN de 15 de enero de 1998 por la que se dispone la
publicación, para general conocimiento y cumplimiento,
del fallo de la sentencia, dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid en el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 1.176/95, promovido por don Juan Leza Viñuelas.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-

ticia de Madrid ha dictado sentencia, con fecha 14 de octubre de 1997,

en el recurso contencioso-administrativo número 1.176/95, en el que son

partes, de una, como demandante, don Juan Leza Viñuelas, y de otra,

como demandada, la Administración General del Estado, representada y

defendida por el Abogado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución del Ministerio para

las Administraciones Públicas de fecha 16 de mayo de 1995, que deses-

timaba el recurso ordinario interpuesto contra la Resolución de la Mutua-

lidad General de Funcionarios Civiles del Estado de fecha 31 de enero

de 1995, sobre denegación de la pensión complementaria de jubilación.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente

pronunciamiento:

«Fallamos: Desestimando el recurso contencioso-administrativo inter-

puesto por la representación procesal de don Juan Leza Viñuelas contra

la Resolución de fecha 31 de enero de 1995, de la Mutualidad General

de Funcionarios Civiles del Estado, que denegó al interesado la pensión

complementaria de jubilación, así como frente a la de 16 de mayo de 1995,

del Ministerio para las Administraciones Públicas, que desestimó el recurso

deducido contra aquélla, debemos declarar y declaramos ajustadas a dere-

cho las citadas Resoluciones; sin hacer imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio de Administraciones Públicas, de con-

formidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución; 17.2

de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás

preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencio-

so-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el «Boletín

Oficial del Estado» para general conocimiento y cumplimiento, en sus pro-

pios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. II.

Madrid, 15 de enero de 1998.—P. D. (Orden de 19 de noviembre de 1997,

«Boletín Oficial del Estado» del 28), el Secretario general técnico, Tomás

González Cueto.

Ilmos. Sres. Subsecretario y Directora general de la Mutualidad General

de Funcionarios Civiles del Estado.

MINISTERIO

DE SANIDAD Y CONSUMO

2221 RESOLUCIÓN de 12 de enero de 1998, de la Subsecretaría,
por la que se da publicidad al Convenio de Colaboración,
entre el Ministerio de Sanidad y Consumo y la Consejería
de Salud de la Junta de Andalucía, en materia de Far-
macovigilancia.

Suscrito el 13 de noviembre de 1997 Convenio de Colaboración, entre

el Ministerio de Sanidad y Consumo y la Consejería de Salud de la Junta

de Andalucía, en materia de Farmacovigilancia, en cumplimiento de lo

dispuesto en el apartado dos del artículo 8 de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común, procede la publicación en el «Boletín

Oficial del Estado» de dicho acuerdo, que figura como anexo de esta

Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.

Madrid, 12 de enero de 1998.—El Subsecretario, Enrique Castellón Leal.

ANEXO

Convenio en materia de Farmacovigilancia entre el Ministerio

de Sanidad y Consumo y la Consejería de Salud de la Comunidad

Autónoma de Andalucía

En Madrid, a 13 de noviembre de 1997.

REUNIDOS

De un parte, el excelentísimo señor Ministro de Sanidad y Consumo,

don José Manuel Romay Beccaría, nombrado por Real Decreto 762/1996,

de 5 de mayo, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» del 6.

Y de otra, el excelentísimo señor don José Luis García Arboleya Tornero,

Consejero de Salud de la Junta de Andalucía, nombrado por Real Decre-

to 131/1996, de 16 de abril, publicado en el «Boletín Oficial de la Junta

de Andalucía» número 45.

Intervienen en función de sus respectivos cargos que han quedado

expresados y en el ejercicio de las facultades que a cada uno le están

conferidas, y con plena capacidad para formalizar el presente Convenio,

ambos de mutua conformidad. El excelentísimo señor Ministro interviene

en virtud de la delegación de competencias conferida por el Acuerdo de

Ministros de 21 de julio de 1995 («Boletín Oficial del Estado» de 4 de

agosto).

EXPONEN

Primero.—Que es imprescindible la colaboración entre el Ministerio de

Sanidad y Consumo, de un parte, y la Consejería de Salud de la Comunidad

Autónoma de Andalucía, por otra, al objeto de llevar a cabo este programa

de Farmacovigilancia coordinadamente.

Segundo.—Que el Ministerio de Sanidad y Consumo desarrolla des-

de 1984 el Sistema Español de Farmacovigilancia para conocer la incidencia

de las reacciones adversas a medicamentos comercializados en España,

cuyo programa básico es la notificación estructurada de sospechas de efec-

tos adversos, a través de los profesionales sanitarios.

Tercero.—Que el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud

estableció en julio de 1988 que las Comunidades Autónomas y el Ministerio

de Sanidad y Consumo elaborarían Convenios de Cooperación en materia

de Farmacovigilancia.

Cuarto.—Que la Consejería de Salud de la Comunidad Autónoma de

Andalucía dispone de los medios suficientes para efectuar un programa

de este tipo en el ámbito de su zona geográfica.

Quinto.—Que la Comisión Nacional de Farmacovigilancia, en su sesión

de 2 de julio de 1987, aprobó el proyecto de incorporación de Andalucía

al Sistema Español de Farmacovigilancia.

Sexto.—Que este Convenio viene a sustituir al suscrito con fecha 31

de mayo de 1993, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 18 de

noviembre, y recoge el mutuo interés de ambas partes para actuar en

un único Sistema Español de Farmacovigilancia, siendo fruto de un acuerdo

de colaboración interadministrativa para la ejecución de un programa de

un sector de actividad como es la farmacovigilancia.

Séptimo.—Que este Convenio se celebra en base a lo establecido en

el artículo 48 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y

se enmarca en el ámbito de competencias y esfera de intereses que, en

la materia, atribuyen al Estado y a la Comunidad Autónoma de Andalucía

la Constitución, en su artículo 149.1.16.a, y el artículo 20.3 del Estatuto

de Autonomía, aprobado por la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre.

ESTIPULACIONES

Primera.—La Consejería de Salud se compromete a mantener la acti-

vidad del Centro de Farmacovigilancia de la Comunidad Autónoma de

Andalucía.

Segunda.—La Consejería de Salud distribuirá las tarjetas amarillas

empleadas para la notificación a los profesionales sanitarios colegiados


